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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 340/2021/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE TRÁNSITO O POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, treinta y uno de enero de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 340/2021/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, **********, compareció por derecho propio a demandar a la autoridad y respecto del acto que enseguida se precisan:

“II. AUTORIDAD O AUTORIDADES DEMANDADAS.- Tienen tal carácter las siguientes:

DIRECCIÓN DE TRÁNSITO O POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. (...)
...

IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- 
Reclamo la emisión y aplicación en mi perjuicio la boleta de infracción al parecer con número de folio B 493993, LA CUAL SE DESCONOCE SU ENTEREZA y las consecuencias que este acto generó, que fue la retención y/o secuestro de mi PLACA VEHICULAR.”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El catorce de junio de dos mil veintiuno se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 13:00 trece horas del diez de enero de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta con el oficio remitido por el delegado de la autoridad demandada así como del diverso apoderado de la parte actora, en donde expresaban los alegatos que a sus intereses convino, los que se ordenó agregar a los autos para que se surtieran los efectos a que hubiere lugar; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracciones I y V, 9º fracción III, 24, 28, facción I, 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, en razón de que se trata de un juicio de nulidad, cuyo acto es atribuible a una autoridad municipal que tiene su residencia dentro del ámbito territorial donde esta Sala ejerce jurisdicción además que se trata de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Por cuestión de método, el titular de esta Sala procede a la precisión del acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.
Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la actora es:
“IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- 

Reclamo la emisión y aplicación en mi perjuicio la boleta de infracción al parecer con número de folio B 493993, LA CUAL SE DESCONOCE SU ENTEREZA y las consecuencias que este acto generó, que fue la retención y/o secuestro de mi PLACA VEHICULAR”
Acto que quedó acreditado con el documento que fue exhibido en copia certificada por la autoridad demandada, visible en foja 24 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de lo que se colige la certeza del acto impugnado.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha de la Resolución Impugnada
	Fecha de Conocimiento 
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda
	Días inhábiles

	02 de marzo de 2021
	11 de mayo de 2021
	12 de mayo al 22 de junio de 2021

	18 de mayo de 2021
	15 y 16 de mayo de 2021


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En ese tenor, resalta que la actora acreditó su interés jurídico en los términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de la boleta de infracción folio B 493993 de 02 de marzo de 2021, documento visible en foja 24 de autos; valorado con anterioridad, documento que refiere los datos del vehículo infraccionado, y que adminiculado con la copia certificada de la factura F 1373 emitida el 16 de octubre de 2007 en favor de **********, visible a foja 10 de autos, apreciado en conjunto con la diversa documental que obra en copia simple a foja 12 de autos, relativa a la tarjeta de circulación del vehículo materia de infracción, se obtiene con meridiana claridad la presunción de propiedad en favor de la aquí actora del mueble materia de infracción, lo que de suyo conlleva el hecho de que la aquí impetrante cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio, al ser destinataria del acto impugnado.

En otro orden, la autoridad enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a fojas 23 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, se advierte que la demandada invoca como causal de improcedencia y sobreseimiento la prevista en las fracciones VIII y XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y en relación con el numeral 239, fracción I, del mismo ordenamiento, argumentando en lo medular, que su contraria parte aduce en forma muy general que se le vulneran sus garantías individuales al fincársele la boleta de multa, lo cual es totalmente falso ya que en ningún momento se le violaron en su perjuicio las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada debe decirse que al no constituir propiamente argumentos que informen causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Por otra parte, se desprende que del examen general practicado al sumario, no se advierte causal alguna que esta Sala deba hacer valer de oficio, por lo que procede el análisis de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, son visibles a fojas 03 a la 07 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Tercera Sala Unitaria, el único concepto de impugnación hecho valer por la actora resulta infundado.
A. Problema jurídico.

En principio tenemos que la actora establece en su único concepto de impugnación que la autoridad demandada está obligada a cumplir las formalidades del procedimiento y por ende, debió haber realizado en primer término la notificación correspondiente a la infracción; infracción que debe establecer el lugar y fecha de la emisión de la resolución, los datos del agente sancionador y del infractor, las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como el motivo y fundamento de la infracción, hecho que no aconteció puesto que nunca se ha notificado infracción alguna. 
Insiste la actora que, dado que no existe la certeza jurídica de que cometió la falta administrativa que le atribuyen las demandadas, además de que no existe motivo ni fundamento alguno para la imposición de la infracción.

De lo anterior se obtiene que las cuestiones a resolver son: 

¿La autoridad enjuiciada cumplió con las formalidades del procedimiento para la emisión de la infracción a normas de tránsito? ¿Cuáles son estas y como las atendió? ¿Se notificó el acto?
¿Existe fundamento y motivo expresado en el acto administrativo que revele la existencia de la infracción? 
B. Decisión.
En primer lugar, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones o actos, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Tiene apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito cuya voz y texto son del siguiente tenor:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
 

(Resaltado propio)

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos rubros y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado.”
 

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.”

 Ahora, por lo que atañe al acto controvertido, en principio debe establecerse que contrario a lo que manifiesta la demandante, en el acto que se impugna sí se cumplen con los aspectos relativos a la fundamentación y motivación que se exige a los actos administrativos, esto es, a las formalidades del procedimiento. Veamos.

En materia de infracciones a la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, para la aplicación de las infracciones a dicha normatividad se establece el procedimiento bajo las formalidades siguientes:

“ARTICULO 91. (DEROGADO, P.O. 11 DE JUNIO DE 2016)

Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables;

III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y clase de licencia para manejar;

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga;

VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción;

VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción;

IX. El documento que retiene;

X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y

XI. En el supuesto de que el vehículo sea retenido, deberán asentarse las razones que motiven la retención, debiendo exponerse la debida fundamentación legal. 
Cuando se trate de varias faltas cometidas en diversos hechos por un infractor, el elemento o agente las asentará en diferentes boletas, una por cada infracción.

Si el infractor se niega a firmar o a recibir la boleta de infracción levantada, o se encuentra ausente, se asentará esta circunstancia y se considerará como notificada, sin que esto invalide la boleta de infracción y sanción.”
Por su parte, el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, dispone en el Título Décimo, “De las infracciones”, Capitulo Único, “Del procedimiento en caso de Infracciones”, las formalidades a que habrá de sujetarse el Agente de Tránsito al emitir la boleta de infracción, señalándose en el numeral 171 lo siguiente:

“ARTÍCULO 171. Las boletas de infracción y sanción impuestas por el Agente de Tránsito deberán contener los siguientes datos:

I. Autoridad que la expide;

II. Datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito de la Dirección de Policía Vial, a saber:

a. Nombre;

b. Cargo;

c. Autoridad que la expidió;

d. Vigencia;

III. Nombre y domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y categoría de su licencia para manejar;

VI. Naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido;

VII. Fundamento legal de la infracción cometida;

VIII. Fundamento legal de la sanción y el importe correspondiente;

IX. Letras y números de la placa recogida, en el caso de no encontrarse el conductor, y el folio de infracción será colocado en el parabrisas del vehículo en mención;

X. Descripción del documento recogido, y

XI. Nombre y firma de quien levante la infracción, así como la firma del infractor, a menos que éste se niegue a hacerlo.”   
De la interpretación armónica y sistemática de los numerales trasuntos, obtenemos con meridiana claridad que como parte de las formalidades a que debe sujetarse la boleta de infracción en matera de transito es el que ésta deberá contener los siguientes datos:
a) Autoridad que la expide; 
b) Datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito de la Dirección de Policía Vial, a saber: (a. Nombre; b. Cargo; c. Autoridad que la expidió; d. Vigencia;), 
c) Nombre y domicilio del infractor; 
d) Datos de identificación del vehículo; 
e) Número, vigencia y categoría de su licencia para manejar; 
f) Naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido; 
g) Fundamento legal de la infracción cometida; 
h) Fundamento legal de la sanción y el importe correspondiente; 
i) Letras y números de la placa recogida, en el caso de no encontrarse el conductor, y el folio de infracción será colocado en el parabrisas del vehículo en mención; 
j) Descripción del documento recogido, y 
k) Nombre y firma de quien levante la infracción, así como la firma del infractor, a menos que éste se niegue a hacerlo.
En tal sentido, y conforme argumento de nulidad vertido por la actora, se advierte que la enjuiciada si atendió las formalidades previstas por los numerales en estudio, en la medida de que en dicho documento se establecieron una serie de dispositivos así como circunstancias fácticas bajo las cuales se emitió el acto hoy impugnado, pues basta analizar de manera particular el referido instrumento para advertir que las formalidades enlistadas se cumplieron a cabalidad.
Para efectos de lo anterior es pertinente insertar la imagen del documento en que consta el acto impugnado:

(Imagen)
De la imagen digitalizada, misma que consta a foja 24 de autos y con el valor probatorio previamente otorgado, es evidente que en la emisión de la misma, el agente de tránsito se ciñó al cumplimiento de las formalidades precisadas tanto en el numeral 91 de la Ley de Tránsito del Estado como el diverso 171 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, porque en el cuerpo de dicho documento si se expresó la autoridad que emite el acto en unión de los datos relativos de la credencial con que se identificó el Agente de Tránsito; la naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido; el fundamento legal de la infracción cometida y el de la sanción; las letras y números de la placa recogida, al no encontrarse el conductor; fue descrito el documento recogido y se plasmó el nombre y firma de quien levantó la infracción, con lo cual se entienden satisfechas las formalidades aludidas en los dispositivos estudiados.
No es obstáculo para arribar a la determinación anterior, el hecho consistente en que las formalidades relativas a precisar el nombre y domicilio del infractor; número, vigencia y categoría de su licencia para manejar; así como la firma del infractor, no se satisficieron, pues considerando que, al tratarse de una boleta de infracción vehicular, dada la flagrancia e inmediatez propia de la naturaleza de esos actos, la enjuiciada realmente no se encuentra en mejores condiciones de producir prueba, salvo la propia boleta y de la que se desprende que la autoridad actuó ante la ausencia del infractor, lo que así se circunstanció en el referido instrumento, razón por la cual se presume que no estaba en aptitud de obtener tales datos e incluso, esa ausencia del infractor relevaba a la autoridad de la obligación de notificar de manera personal y directa la ya citada boleta de infracción, por lo que esa ausencia del infractor permitía legalmente al actuante de fijar en el parabrisas del vehículo la indicada boleta
, con lo que se cumple la obligación de notificar la referida infracción, resultando además con ello, infundado el argumento de la omisión de notificación que alude la accionante, pues en el caso opera en su contra la presunción legal de que la boleta de infracción fue notificada a través del hecho de fijar la misma en el parabrisas del vehículo, dada la ausencia del infractor al momento de elaborar la boleta de multa.
Además, este órgano jurisdiccional concluye que contrario a lo esgrimido por la accionante, en la boleta de infracción impugnada si existe fundamento y motivo que revelan la existencia de la infracción.

En efecto, se dice que la autoridad demandada sí fundó la emisión de la boleta de infracción impugnada, toda vez que se advierte que como base de su actuación enunció las siguientes: “(...)CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 164, 165, 170 Y 171 DEL CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 1º, 2º, 6º FRACCIÓN I, 9º, 13, 14, 15 FRACCIÓN VI Y VII, 16, 82, 83, 84 FRACCIÓN I, 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94 Y DEMÁS APLICABLES DE LA LEY DE TRANSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 46 FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P., 17 Y 34 DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y EN RELACIÓN DIRECTA CON LOS ARTÍCULOS 1º, 3º FRACCIÓN II, 4 FRACCIÓN VIII, 169, 170, 171, 172, 205, 206, 207 Y DEMÁS RELATIVOS DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, (...).

Así mismo, como parte de los fundamentos que revelan la contravención a las normas en materia de tránsito y que constituyen propiamente las disposiciones infringidas, la enjuiciada citó lo siguiente: 

“POR CONTRAVENIR DE FORMA FLAGRANTE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO”

	Art. 34 F. 12, 176 P II y 169 F. V, RTM.


De todo lo cual se obtiene que el acto administrativo impugnado si se encuentra fundado, resultando con ello, infundado lo argumentado por la actora. 
Igual suerte corre la manifestación de la actora en el sentido de que no se expresó motivo de la infracción, pues se obtiene del análisis del acto controvertido, que el Agente de Tránsito asentó que “...EN EL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P., SIENDO LAS 14:45 HORAS DEL DÍA 02 DEL MES DE Marzo DEL AÑO 2021, EL SUSCRITO (...) ENCONTRÁNDOME UBICADO EN Vicente Guerrero próximo Constitución (...) DETECTE AL CONDUCTOR DE UN VEHÍCULO AUTOMOTRIZ COMETIENDO LA (S) INFRACCIÓN (ES) QUE SE DESCRIBEN EN EL APARTADO CORRESPONDIENTE...”.

Así, en el apartado relativo a MOTIVO DE LA INFRACCIÓN se precisó:

INFRACCIONES

	Estacionarse en cajón de estacionamiento exclusivo y especial para personas con discapacidad a menos que se trate de un vehículo que esté debidamente identificado según el  documento y que cuente con el permiso vigente.


Así, al advertirse que el agente de Tránsito si señaló un motivo por el cual consideró se actualizaba la infracción a las disposiciones en materia de tránsito, evidenciándose además que la autoridad demandada fue precisa en referir las circunstancias de tiempo, lugar y modo, hace que el concepto de impugnación esgrimido por la actora resulte infundado.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio, por analogía, cuyo  contenido se reproduce a continuación:

“BOLETA DE INFRACCIÓN DE LA SECRETARÍA DE VIALIDAD Y TRÁNSITO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN. SE ENCUENTRA FUNDADA Y MOTIVADA, SI LA AUTORIDAD CITA LOS HECHOS QUE CONSIDERÓ MOTIVO DE INFRACCIÓN, ASÍ COMO LA HIPÓTESIS EN QUE ENCUADRÓ LA CONDUCTA CON EL SUPUESTO DE LA NORMA. El artículo 16 constitucional establece la obligación para las autoridades de fundar y motivar sus actos y dicha obligación se satisface, desde el punto de vista formal, cuando se expresen las normas legales aplicables y los hechos que hacen que el caso encaje en las hipótesis normativas. Ahora bien, de los artículos 1, 2, fracción IV y 9 del Reglamento de Vialidad y Tránsito del Municipio de Monterrey, Nuevo León, se advierte que el territorio de ese Municipio deberá ceñirse a lo establecido por el citado reglamento para la regulación de las cuestiones de vialidad y tránsito que se susciten; asimismo, que los oficiales de tránsito son los servidores públicos facultados para la aplicación de dicho reglamento y los supuestos en los cuales los servidores públicos pueden imponer las multas cuando se cometan infracciones. De lo anterior se obtiene que para que una boleta de infracción se encuentre fundada y motivada, es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que así se considere, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo, pero idóneo, para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado. En ese tenor, si la responsable cumple con lo anterior, no se debe exigir mayor extensión en los argumentos vertidos para sustentar el acto reclamado, además de que sus actos gozan de la presunción de legalidad, para cumplir con la garantía prevista en el numeral 16 de la Constitución Federal.”
 

En esa tesitura, al resultar infundados e inoperantes los motivos de disenso, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente la boleta de infracción folio B 493993 de 02 de marzo de 2021.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





� Publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época.


� Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36.


� Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143.


� Artículo 171, fracción IX, del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.


� Época: Décima Época, Registro: 2008009, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Tomo IV, Noviembre de 2014, Materias(s): Administrativa, Tesis: IV.1o.A.30 A (10a.), página 2911.





